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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 21 de febrero de 2002. 


La ASAMBLEA GENERAL se reunirá el próximo viernes 
1% de marzo, a la hora 18, a fin de proceder a la apertura del 
Tercer Período Ordinario de Sesiones de la XLV Legislatura. 


Mario Farachio 
Secretario”. 


Horacio D. Catalurda 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


Asisten: los señores Senadores Gustavo Borsari Brenna, 
Alberto Brause, Ruben Correa Freitas, José de Boismenu, 
Reinaldo Gargano, Luis Alberto Heber, Rafael Michelini, 
José Mujica, Manuel Núñez, María Julia Pou, Walter Ries- 


go, Enrique Rubio, Wilson Sanabria, Orlando Virgili y 
Mónica Xavier, y los señores Representantes Washington 
Abdala, Odel Abisab, Guzmán Acosta y Lara, Ernesto Agazzi, 
Guillermo Alvarez, Juan Justo Amaro, Gustavo Amen 
Vaghetti, José Amorín Batlle, Raúl Argenzio, Beatriz 
Argimón, Raquel Barreiro, Jorge Barrera, Artigas A. Ba- 
rrios, José Bayardi, Edgar Bellomo, Juan José Bentancor, 
Ricardo Berois Quinteros, Daniel Bianchi, José L. Blasina, 
Nelson Bosch, José Caballero, Brum Canet, Ruben 
Carminatti, Nora Castro, Ricardo Castromán Rodríguez, 
Roberto Conde, Hugo Cuadrado, Jorge Chápper, Eduardo 
Chiesa Bordahandy, Guillermo Chifflet, Sebastián Da Silva, 
Ruben H. Díaz, Miguel Dicancro, Juan Domínguez, Alejan- 
dro Falco, Alejo Fernández Chaves, Luis José Gallo Imperiale, 
Daniel García Pintos, Orlando Gil Solares, Carlos González 
Alvarez, Gustavo Guarino, Tabaré Hackenbruch Legnani, 
Doreen Javier Ibarra, Luis Alberto Lacalle Pou, Julio Lara, 
Félix Laviña, Antonio López, Henry López, Oscar Magurno, 
José Carlos Mahía, Artigas Melgarejo, José Homero Mello, 
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Felipe Michelini, José M. Mieres, Pablo Mieres, Ricardo 
Molinelli, Martha Montaner, Ruben Obispo, Jorge Orrico, 
Francisco Ortiz, Gabriel Pais, Ronald Pais, Jorge Pandolfo, 
Daniela Payssé, Gustavo Penadés, Margarita Percovich, 
Alberto Perdomo, Darío Pérez, Enrique Pérez Morad, Enri- 
que Pintado, Carlos Pita, Martín Ponce de León, Iván Posa- 
da, Yeanneth Puñales Brun, María Alejandra Rivero 
Saralegui, Ambrosio Rodríguez, Glenda Rondán, Hugo 
Rosete, Víctor Rossi, Adolfo Pedro Sande, Julio Luis 
Sanguinetti, Diana Saravia Olmos, Leonel Heber Sellanes, 
Raúl Sendic, Pedro Señorale, Gustavo Silveira, Julio C. 
Silveira, Lucía Topolansky, Daisy Tourné, José L. Veiga, 
Walter Vener Carboni, Horacio Yanes y Carlota Zamora. 


Faltan: con licencia, el señor Senador Guillermo García 
Costa y los señores Representantes Roque E. Arregui, 
Carlos Baráibar, Nahum Bergstein, Silvana Charlone, Daniel 
Díaz Maynard, Ricardo Falero, Ramón Fonticiella, Arturo 
Heber Fillgraff, Ramón Legnani, Guido Machado y Juan 
Máspoli Bianchi; 


Con aviso, los señores Senadores Marina Arismendi, 
Alejandro Atchugarry, Alberto Couriel, Eleuterio Fernández 
Huidobro y Pablo Millor, y los señores Representantes 
Roberto Arrarte Fernández, Julio Cardozo Ferreira, Eduardo 
Muguruza, Alberto Scavarelli, María Terrón de Esteves y 
Wilmer Trivel; 


Sin aviso, los señores Senadores Danilo Astori, Alberto 
Cid, Y amandú Fau, Francisco Gallinal, Carlos M. Garat, José 
Korzeniak, Jorge Larrañaga, Rodolfo Nin Novoa, Carlos 
Julio Pereyra y Juan A. Singer. 


3) APERTURA DEL TERCER PERIODO ORDINARIO 
DE SESIONES DE LA XLV LEGISLATURA 


SEÑOR PRESIDENTE .- Está abierto el acto. 
(Es la hora 19 y 17) 


- De acuerdo con lo establecido en el artículo 104 de la 
Constitución de la República, declaro abierto el Tercer 
Período Ordinario de Sesiones de la XLV Legislatura. 


4) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.-Dése cuenta de los asuntos en- 
trados. 


(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 1” de marzo de 2002. 
El Poder Ejecutivo remite un Mensaje en cumplimiento de 


lo preceptuado por el artículo 168, numeral 5 de la Constitu- 
ción de la República, a fin de informar sobre el estado de la 
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República y las mejoras y reformas que se consideran 
dignas de su atención. 

- TENGASE PRESENTE. Inclúyase en el Diario de Se- 
siones de la Asamblea General. 


El Poder Ejecutivo remite Mensaje de conformidad a lo 
dispuesto por el artículo 7* de la Ley N* 17.296, adjuntando 
el proyecto de reestructura del Centro de Rehabilitación 
(C.N.R.) - Ministerio del Interior. 

- ALA COMISIÓN DE HACIENDA Y PRESUPUESTO. 


De conformidad con lo establecido en el artículo 14 de 
la Ley N* 15.848 de 22 de diciembre de 1986, el Poder 
Ejecutivo remite Mensaje adjuntando los Programas de 
Estudio de la Escuela Técnica de Aeronáutica. 

- TENGASE PRESENTE. Queda la documentación a dis- 
posición de los señores Legisladores en la Secretaría de 
la Asamblea General. 


De conformidad con lo establecido en el literal E), nume- 
ral 5) del artículo 4” de la Ley N* 17.060 de 23 de diciembre 
de 1998 la Junta Asesora en Materia Económico Financiera 
del Estado remite el Informe Anual 2001, correspondiente 
a las actividades desempeñadas durante dicho ejercicio. 

- TENGASE PRESENTE. Inclúyase en el Diario de 
Sesiones de la Asamblea General.Queda la documenta- 
ción a disposición de los señores Legisladores en la 
Secretaría de la Asamblea General.” 


(Texto del Mensaje del Poder Ejecutivo sobre el estado 
de la República:) 
“Montevideo, 1” de marzo de 2002 


Señor 

Presidente de la Asamblea General 
Don Luis Hierro López 

Presente 


De mi consideración: 


Conforme a lo establecido por la Constitución de la 
República, cumplo con el deber de poner en conocimiento 
de la Asamblea General del Poder Legislativo la relación de 
acciones llevadas a cabo por el Poder Ejecutivo durante el 
ejercicio correspondiente al 2? Período de la XLV Legisla- 
tura. Asimismo, y con idéntico sentido de la obligación, 
habré de dar cuenta de algunas apreciaciones relativas a las 
características y objetivos de las políticas que están en 
Curso. 


A riesgo de incurrir en la obviedad, lo primero que 
entiendo necesario señalar, a los efectos de poner en 
contexto esta Memoria, es que el año anterior ha sido uno 
de los más complejos e inesperados de la historia moderna 
del Uruguay. El 1” de marzo de 2001, en el Mensaje puesto 
a vuestra consideración, decía que los dos años preceden- 
tes habían sido de prueba para el país. Aquello era verdad, 
y todos fueron contestes en reconocerlo, puesto que en 
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ese mencionado período debimos atravesar situaciones 
especialmente críticas en razón de distintos desequilibrios 
climáticos y de orden comercial y financiero tanto de orden 
regional como internacional. 


Pero lo que ocurrió a continuación, lo que signó y 
determinó el curso de este memorable primer efectivo año 
del Siglo XXI que estamos analizando, superó todas las 
cotas y convirtió en terrenal y prosaico cualquier ejercicio 
de imaginación. No exagero si afirmo que la conjunción de 
factores adversos que se dieron cita en unos pocos meses 
tiene pocos antecedentes en la historia de la República. 


El primer golpe fuerte, profundamente hiriente que reci- 
bimos fue la aparición y extensión de focos de aftosa. 
Tantos años de trabajo y de sacrificios, millones de dólares 
de exportación prometidos y a punto de embarcar súbita- 
mente se vieron desbaratados. Y en consecuencia, todo el 
esfuerzo que todos habíamos hecho para colocar al agro 
nuevamente en una posición de liderazgo sólido de nuestra 
economía en ese momento debió desviarse para responder 
con eficacia, con seriedad y con rapidez a ese problema. 
Felizmente lo hicimos, -luego de mucho trajín y de un alto 
costo económico, productivo y sin duda social- pudimos 
conjurar el flagelo y hoy estamos en disposición de salir 
adelante y dar la lucha en los mercados internacionales. 
Pero el daño dejó sus trazas; perdimos meses preciosos; 
demoramos oportunidades. 


A ese mal, y cuando ya lo estábamos controlando, se le 
añadió la indeseada conspiración de la naturaleza. Feroces 
lluvias se ensañaron con los cultivos de invierno; lluvias 
como hacía mucho tiempo no se registraban por esas fe- 
chas. Fue otro golpe; tal vez no tan duro como el anterior, 
pero perversamente inoportuno, que volvió a dañar los 
esfuerzos de los productores. 


Pocas semanas más tarde estalló el corazón de Nueva 
York; más de cinco mil personas muertas, dos enormes 
edificios destruidos, tres aviones con sus pasajeros estre- 
lados. Al horror y la piedad que espontáneamente se 
apoderó de todos los habitantes del planeta, siguió el 
desconcierto. El mundo nunca volvió a serel mismo. Noes 
que el fenómeno del terrorismo fuera nuevo; lo novedoso 
fue que los hombres y mujeres de los tiempos modernos 
descubriéramos recién el 11 de setiembre que la acción 
criminal de los fanáticos puede llegar a ser oscuramente 
ilimitada. A partir de ahí vinieron desarreglos financieros 
y comerciales que, en el marco de un cuadro recesivo 
mundial como el que existía, nos afectaron directamente y 
cuyas consecuencias -imprevisibles muchas de ellas- toda- 
vía se harán sentir por mucho tiempo. 


Culminó el año con el agravamiento de la crisis financie- 
ra e institucional de la Argentina; país con el que nos une 
la historia, la cultura, el afecto y también una larga y fecunda 
serie de lazos comerciales y económicos. Nuestras expor- 
taciones imperiosamente acusaron el impacto; nuestro 
prestigio como plaza de inversiones con toda injusticia 
también se vio perjudicado. 
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Todo esto que he señalado, señor Presidente, ha sido 
- y aún es- el escenario sobre el que los uruguayos debimos 
lidiar. Son, desde luego, circunstancias que nadie eligiría 
si tuviera la oportunidad de hacerlo; pero son, en definitiva, 
las que nos han tocado en suerte y a las que debimos 
enfrentar con vigor, con entereza y con mucha, muchísima 
convicción para buscar los instrumentos más idóneos que 
nos permitieran superarlas. 


La presente Memoria testimonia, en parte, algunas de 
dichas respuestas; pero en su zona principal, es un reper- 
torio de las políticas y de las acciones adoptadas para que 
el país -disparado hacia una crisis urdida con hilos diversos 
y extraños a su voluntad- tomara consciencia de algunas de 
sus debilidades estructurales y comenzara a cambiar en 
dirección hacia una mayor eficacia en su funcionamiento y 
posibilidades de crecimiento. 


El Gobierno, desde el día que asumió, se ha comprome- 
tido a trabajar para que el Uruguay pudiera mejorar sus 
condiciones de competitividad en un mundo cada vez más 
competitivo y exigente; para que el Estado, en lugar de ser 
una carga para la sociedad y la excusa para mantener privi- 
legios irritantes, se convirtiera progresivamente en un agen- 
te de impulso y dejara de ser, en consecuencia, obstáculo 
y gravamen para el trabajo, para la inversión y para el 
despegue productivo y económico del país. 


El Uruguay, lo sabemos, nunca será un vendedor de 
grandes volúmenes; no tiene el perfil ni la naturaleza para 
serlo. Tiene que ser, por tanto, un vendedor de calidad; 
ofrecer la diferencia a través de la excelencia. Ya, en varios 
rubros, se ha demostrado que es así y que le da buenos 
resultados. Las praderas naturales con las que se alimenta 
el ganado, la calidad de nuestros vinos y de nuestros 
lácteos son ejemplos de esa ventaja comparativa que tene- 
mos que explotar. Una ventaja a la que necesariamente 
deberemos aligerarle la desventaja de los altos costos que 
tiene el Estado para que realmente sea competitiva en un 
mundo que no está dispuesto a consentirnos, a nosotros ni 
a nadie, que mantengamos estructuras onerosas con el alto 
precio que exigimos por nuestras mercaderías. 


Congruente con ese propósito, que es una de sus líneas 
centrales, ha resuelto entre otras cosas, abrir el mercado de 
las comunicaciones a distancia como forma de mejorar la 
calidad y competitividad de los servicios, del comercio, de 
la producción. 


Ha resuelto racionalizar y abatir los gastos del Estado en 
todas aquellas áreas y funciones donde lo superfluo usur- 
para el lugar de lo directamente imprescindible. 


Ha encarado importantes políticas de asistencia social, 
racionalizando principalmente los recursos y sus destinos 
en los organismos que cumplen esa función. 


Ha impulsado reformas en el sector energético que trae- 
rán consigo un abatimiento del costo de energía eléctrica 


4-C.S. CAMARA DE SENADORES 


dentro de la matriz de insumo industrial. Ha impulsado la 
participación del sector privado en la asociación con 
ANCAP, en lo relativo a refinación y distribución de com- 
bustibles; lo que implicará una rebaja en los costos de 
producción. 


Ha resuelto una megaconcesión de servicios públicos. 
Ya no más altas inversiones por parte del Estado que mal o 
nunca recupera bajo la forma de utilidad real y de buen 
funcionamiento; sino servicios modernos, dinámicos y 
permanentemente actualizados que propiciarán un mejor 
relacionamiento entre el trabajo nacional y los mercados del 
mundo. 


Ha continuado y profundizado la defensa del trabajo 
nacional, combatiendo con firmeza el contrabando y la 
informalidad; ya que las ganancias ilícitas de unos pocos 
determinan automáticamente hambre, desocupación y pri- 
vaciones para muchos. Un país justo no es nunca un país 
donde algunos lucran con la miseria de otros; no es el 
Uruguay que los uruguayos queremos. Un país justo es un 
país donde en toda ocasión y lugar la ley es más fuerte que 
el delito. En eso estamos y seguiremos estando. 


Buscar nuevos mercados, reconquistar otros, afianzar 
los organismos regionales, bregar en los foros internacio- 
nales a favor de la apertura del comercio ha sido, asimismo, 
un constante objetivo del Gobierno. Se manifestó en ges- 
tiones directas cumplidas en el ámbito natural del 
MERCOSUR y también a través de contactos y caminos de 
acuerdo encauzados con distintos países, regiones y orga- 
nismos. 


La otra gran línea en la que se ha empeñado la gestión del 
Gobierno consiste en mantener y afianzar la seriedad en 
materia económica y financiera; requisito sin el cual todo 
lo anterior carecería de sustento y de porvenir. 


En este plano fue donde quizá resultó más difícil mante- 
ner el eje de verticalidad; dado que -en virtud del enredado 
entorno internacional- desde varios sectores del trabajo 
nacional emergieron reclamos y presiones; comprensibles 
muchas de ellas. 


Pero por eso mismo fue en esta área donde nos planta- 
mos con mayor claridad y constancia. Renunciar a la 
competitividad, renunciar ala estabilidad de la moneda, a la 
moderación en los gastos, a la transparencia y confiabilidad 
del sector financiero hubiera implicado comprar la crisis por 
mucho tiempo, instalarla como algo permanente y de conse- 
cuencias largas y penosas. 


Por el contrario, las tormentas nos encontraron con 
buenos resguardos. No vamos a negar que nos castigaron, 
que dejaron su huella; no vamos a negar que nos cargaron 
con fardos que no esperábamos. Sin embargo, tenemos que 
pensar en lo que evitamos, en cómo pudimos sino crecer 
como queríamos, al menos no caer, al menos avanzar un 
poco. 
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Tenemos que pensar que los índices de desempleo tre- 
paron, luego se estabilizaron y en algunos sectores tímida- 
mente comenzaron a bajar; que las inversiones no se 
llamaron totalmente a silencio, que la respetabilidad de 
nuestra plaza financiera porfiadamente la mantenemos. Y 
que a la inflación, ese azote que nos acompañó como 
castigo durante varias décadas, no la dejamos sentarse ni 
como sombra a nuestra mesa. Sabemos que en los países 
que gastan más de lo que tienen, los sectores más débiles 
de la sociedad -en el mundo de hoy más temprano que tarde- 
son los que terminan pagando las cuentas. No queremos 
que eso nos pase. Lo que nos viene de afuera lamentable- 
mente no podemos elegirlo; pero en lo que depende de 
nosotros, debemos ser prolijos y estar firmes. 


En fin, debemos entender que siendo claros en las reglas 
de juego, prudentes en los gastos y propiciando la apertura 
para ser más competitivos tanto hacia adentro como hacia 
fuera; más que mitigando la crisis, más que sortear el mal 
rato, estaremos creando una base cierta para que el progre- 
so comience nuevamente a fertilizar nuestro suelo. 


Si algo aprendimos todos de las situaciones que se nos 
vinieron encima, si algún ejemplo nos dejan las experiencias 
de otros lugares es que, ahora más que nunca, tenemos que 
ser serios, ser previsibles. La fortaleza de una economía no 
consiste únicamente en su capacidad para producir riqueza; 
es también capacidad para dar seguridad a quienes traba- 
jan, a quienes invierten y a quienes producen. Para, de ese 
modo, dar solidaridad, dar esperanza y dar justicia alos que 
sufren. 


Otro de los pilares sobre los que se ha asentado la 
estrategia del Gobierno ha sido, notoriamente, el de la 
estabilidad de orden político y también de orden social. 
Hemos continuado la política de cerrar viejas heridas que 
arrastramos desde el pasado a través del funcionamiento de 
la Comisión para la Paz, un instrumento que nos permitió 
encontrar ámbitos de tolerancia y de diálogo para dar por 
finalizada una etapa de nuestra historia que ninguno de los 
orientales quiere volver a repetir. Creemos que en este 
punto alcanzamos altos resultados posibles, habida cuenta 
de la naturaleza y complejidad de los problemas tratados. 
Lo que se ha hecho en este punto ciertamente fructificará 
bajo la forma de esa concordia y de ese respeto que siempre 
fueron los característicos de nuestra sociedad. 


En cuanto al funcionamiento institucional, estoy per- 
suadido que también logramos lo que salimos a buscar: que 
el diálogo, que el interés por conciliar en objetivos superio- 
res y que el bien supremo de la República estuvieran 
siempre por encima de los intereses particulares. Este Go- 
bierno ha entendido, desde su inicio, que las circunstancias 
del país ubicadas en las tan particulares y movilizantes 
circunstancias de la región y del mundo, no estaban dando 
espacio para que anduviéramos perdiéndonos en nudos de 
confrontación nienegoísmos sectoriales. De ahí la convo- 
catoria permanente a coparticipar, a dialogar, a manejarnos 
todos en un común espacio de responsabilidad, teniendo 
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por único y excluyente propósito obtener las mejores solu- 
ciones a los muchos desafíos que saltaban a nuestro paso. 


Las situaciones de crisis indican que la solitaria volun- 
tad de unos sobre otros no sólo no alcanza, sino que 
tampoco es bueno y tampoco es eficaz lo que se logra con 
ello. Indican que es preciso acordar, entenderse. No se 
puede afrontar la compleja maraña de problemas simplemen- 
te disponiendo desde un rincón lo que debe hacerse; nin- 
guno de los actores de la realidad -el pueblo, los gobernan- 
tes, los agentes económicos- pueden estar exentos del 
conocimiento de las contrariedades que nos asaltan y de las 
vías posibles de solución. El cumplimiento de la misión que 
la ciudadanía le ha confiado al Gobierno supone, en este 
sentido, esa búsqueda constante de transparencia y de 
cotejo de ideas que hace ala dinámica de una democracia en 
pleno funcionamiento y que hace, más que nada, a la cohe- 
sión de la sociedad en momentos donde la emergencia 
tercamente golpea a sus puertas. 


En eso también estamos y en eso seguiremos estando; 
porque es bueno en sí mismo, bueno, por así decirlo, desde 
el punto de vista teórico, ideológico, pues forma parte de la 
esencia del funcionamiento democrático y parte, también, 
de las normas de convivencia en las sociedades civilizadas. 
Y los uruguayos, señor Presidente, no sabemos, no quere- 
mos ser de otra manera. Pero además es una verdad abso- 
lutamente empírica, un dato positivo de la realidad: impide 
que la crisis clave su bandera en uno de los cimientos de 
la República, cual es, sin duda, la estabilidad. 


La estabilidad -quisiera subrayarlo muy enfáticamente- 
es un bien que debemos preservar a cualquier precio. Y el 
camino para hacerlo es, ante todo, asegurar la estabilidad 
social; decidir que es un valor importante que en el país 
nunca falten canales de expresión, canales de diálogo, 
oportunidades de entendimiento entre todos sus actores, 
entre todos sus integrantes. Está probado, aquí en Uru- 
guay, y en cualquier parte del mundo, que la estabilidad 
política es una precondición de la estabilidad social; pero 
luego se convierte en un producto de ella. Y ambas se 
nutren en una constante dinámica que redunda, como es 
lógico, a favor del bien de la República y de la salud de sus 
instituciones. 


No quiero cerrar este Mensaje, Sr. Presidente, sin men- 
cionar la comprensión y el alto sentido de responsabilidad 
que ha tenido nuestro pueblo para sobrellevar con pacien- 
cia y también con esperanza estos tremendos retos que han 
cercado y constriñen las salidas hacia el crecimiento de 
nuestro país. Es evidente que la madurez, el espíritu patrió- 
tico y el afán por seguir aportando a los mejores destinos 
de la República son sustancias que están firmemente arrai- 
gadas en el alma de los orientales y que nada ni nadie puede 
desterrar. Frente atanto revés muy fácil habría sido caer en 
las tentaciones del desaliento o en los corredores sin salida 
del desencuentro. Sin embargo no fue así y no lo será. 


Esa conducta levantada del pueblo uruguayo es motivo 
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de estímulo para el Gobierno. Supone confianza, implica la 
certeza de que todos pertenecemos a una misma heredad y 
a un mismo proyecto y de que, mirándonos directamente a 
la cara, sabemos que más allá de diferencias o de banderías, 
en lo esencial, en lo decisivo, en lo que tiene que ver con el 
bien común y con el futuro que queremos para nuestra 
Patria, estamos cerca, estamos juntos; nos sentimos hon- 
rada y emocionadamente perteneciendo a un mismo cuerpo. 


El Poder Ejecutivo hace llegar a esa Honorable Asamblea 
la ratificación de su compromiso por seguir recorriendo y 
ahondando los lazos de entendimiento para procesar aque- 
llas transformaciones que le permitan al Uruguay ser cada 
vez más el digno hogar que asegure el porvenir y la felicidad 
de todos sus hijos. 


JORGE BATLLE 
Presidente de la República”. 


(Texto del Informe Anual 2001 de la Junta Asesora en 
Materia Económico-Financiera del Estado: ) 


“INFORME ANUAL 2001 
1) Introducción. 


Conforme con el literal E) numeral 5) del artículo 4? de la 
ley 17.060 de fecha 23 de diciembre de 1998 y con el artículo 
13 del decreto reglamentario 354/999 de 12 de noviembre de 
1999, la Junta Asesora en Materia Económico Financiera del 
Estado (en adelante Junta Asesora) debe presentar a los 
Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial un informe anual 
de las actividades desempeñadas durante cada ejercicio. En 
cumplimiento de dicha obligación legal se produce el pre- 
sente informe, que corresponde al año civil 2001. 


II) Ubicación institucional del órgano Junta Asesora. 


La Junta Asesora constituye un órgano del Estado 
creado por el artículo 4* de la ley 17.060 de 23 de diciembre 
de 1998, con independencia técnica en el ejercicio de sus 
funciones. Previó su actuación bajo la superintendencia del 
Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. Dicha 
organización institucional fue modificada por el artículo 334 
de la ley de Presupuesto Nacional número 17.296, de 21 de 
febrero de 2001, la que sustituye tal actuación bajo 
superintendencia antes reseñada y, en su lugar, crea una 
Unidad Ejecutora en el Inciso 11 Ministerio de Educación y 
Cultura. Esta modificación había sido planteada por la Junta 
Asesora, con sus fundamentos jurídicos, tal cual había sido 
reseñado en el numeral X del Informe Anual correspondien- 
te al año 2000. 


Asimismo, dicho artículo 334 de la ley de Presupuesto 
Nacional expresamente determina que la Junta Asesora es 
“el órgano de control superior, con el fin de desarrollar 
mecanismos modernos para prevenir, detectar, sancionar y 
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erradicar las prácticas corruptas” que establece el numeral 
10 del artículo [II de la Convención Interamericana contra la 
Corrupción de Caracas de 29 de marzo de 1996, ratificada por 
la ley 17.008 de 25 de setiembre de 1998. 


Si bien tal modificación legislativa constituye un avance 
respecto de la solución institucional establecida para la 
Junta Asesora en la ley 17.060, conocida como ley 
anticorrupción, cabe hacer notar que la ausencia de atribu- 
ciones en materia de investigación hasta que un juez no lo 
disponga, tal como resulta de los numerales 2 y 3 del artículo 
4” de dicho texto normativo, le impide tomar iniciativa en la 
averiguación de elementos de hecho relacionados con prác- 
ticas corruptas y la consiguiente preparación de los medios 
probatorios idóneos para configurar una base sustentable 
que asista con eficacia a la Justicia Penal competente en 
procedimientos correspondientes a denuncias de corrup- 
ción. 


Cualquiera sea la definición del legislador en esta mate- 
ria de procedimientos penales relacionados con la investi- 
gación de los delitos de corrupción, parece a todas luces 
imprescindible acentuar fuertemente la coordinación de 
todos los organismos estatales relacionados con los ele- 
mentos probatorios atinentes, a fin de coadyuvar con la 
obtención y sistematización de las pruebas documentales 
necesarias para ser consideradas en sede judicial. Por otra 
parte, a nivel internacional es valor entendido que la obten- 
ción probatoria en cuestiones de corrupción, una vez inicia- 
do el procedimiento judicial, tiene un nivel bajo de efectivi- 
dad teniendo en cuenta las denuncias presentadas y las 
condenas producidas. No existe duda de que tal resultado 
ineficaz compromete la imagen institucional y la credibili- 
dad del sistema estatal en su conjunto. Esta excepcionalidad 
justifica el fundamento de una autorización legal que, en 
casos excepcionales (investigaciones de jerarcas designa- 
dos en el artículo 10 y algunos literales del artículo 11 de la 
ley 17.060), habilite a una autoridad administrativa designa- 
da por la ley a recabar documentación útil para los magis- 
trados competentes en un eventual proceso penal. 


La elucidación de dicha cuestión requiere de un texto 
legal que, en los casos de denuncia de delitos de corrup- 
ción, compatibilice el principio de separación de poderes, el 
principio del debido proceso en la investigación penal y el 
principio de eficiencia en la preparación, obtención y siste- 
matización de las pruebas que disponen los órganos esta- 
tales relacionados con los hechos cuestionados. 


III) Asesoramiento a la Justicia Penal. 


a) Actuación ante la Justicia Penal de Río Branco. 


En cumplimiento de lo solicitado por los oficios números 
67 de 12 de febrero de 2001 y 259 de 28 de marzo de 2001, 
librados en autos caratulados “De Brun, Ernesto p/ Adua- 
na, Denuncia”, ficha P/64/2001 del Juzgado Letrado de 


1? de marzo de 2002 


Primera Instancia de Río Branco, en aplicación de lo dis- 
puesto por el artículo 4? de la ley 17.060, con fecha 30 de abril 
de 2001 la Junta Asesora expidió el dictamen solicitado en 
dichos oficios. 


Cabe señalar que el asesoramiento que antecede, que se 
inscribió en el denominado “cometido exclusivo” previsto 
en el numeral 2) del artículo 4” de la ley 17.060, fue el único 
solicitado por la Justicia en el transcurso de 2001. 


b) Anteproyecto deley de modificación del procedimien- 
toeninfracciones aduaneras. 


Como consecuencia de la antedicha actuación, la Junta 
Asesora ha preparado un anteproyecto de ley relativo a las 
“Normas Administrativas aplicables al procedimiento en 
materia de infracciones aduaneras de menor cuantía” dado 
que, en ocasión del peritaje realizado, ha visto con preocu- 
pación que a la recepción y custodia por parte de la Direc- 
ción Nacional de Aduanas de los ingresos provenientes de 
los remates aduaneros de mercadería en infracción no se les 
viene aplicando la normativa contable relacionada con el 
manejo de fondos públicos. Tal exclusión en cuanto al 
régimen legal aplicable aestos recursos de terceros debilita 
los controles y deja espacios para conductas propicias a la 
corrupción. La Junta Asesora ha considerado que a los 
fondos de terceros recibidos en depósito por la Dirección 
Nacional de Aduanas corresponde aplicarles la normativa 
del Texto Ordenado de Contabilidad y Administración Fi- 
nanciera (TOCAF), Art. 114, y demás normas de contabi- 
lidad pública relativas a depósitos recibidos de terceros 
[artículos 277 a 282 y 308 a 315 del Texto Ordenado de las 
normas legales y reglamentarias vigentes en materia de 
Funcionarios Públicos (TOFUP)] y a asignarlos conforme 
con las afectaciones que la ley dispone en la materia. 


El proceso judicial para asuntos de menor cuantía en 
materia de infracciones aduaneras debe mantener intacto el 
principio de incompatibilidad de quienes intervienen en 
dicho proceso como partes, por lo que es inadmisible la 
coincidencia de la figura de aprehensor o denunciante de la 
infracción con la de autoridad encargada del diligenciamiento 
del expediente, con el de quien dispone y administra los 
depósitos bancarios y con quien dicta la sentencia defini- 
tiva de condena o de absolución del denunciado, de adju- 
dicación de las mercaderías y de otros bienes en infracción 
o, finalmente, con el que fija los valores a los efectos de 
determinar el régimen aplicable para la subasta. El estudio 
del tema efectuado por la Junta Asesora en ocasión de 
asistiren un caso a la Justicia Penal le ha permitido compro- 
bar que el sistema legal vigente y las dificultades en su 
control han facilitado que se incurriera en prácticas 
corruptas, lo que afecta el principio de legitimidad en la 
actuación del Estado en este tipo de función jurisdiccional 
asignada por la ley, a título excepcional, a la Dirección 
Nacional de Aduanas por razones de economía en procesos 
de menor cuantía. 
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Se adjunta como Anexo Il el correspondiente antepro- 
yecto de ley que recoge comentarios y sugerencias formu- 
lados por los servicios jurídicos del Ministerio de Educa- 
ción y Cultura. 


c) Confirmación judicial de procesamiento de ex Inten- 
dente Municipal. 


En un asunto por prácticas corruptas, que fuera objeto 
de asesoramiento durante el ejercicio pasado, a solicitud 
del Juzgado Letrado de Primera Instancia de Cerro Largo de 
2” turno ficha P/3/2000 (tal como fue informado en el nume- 
ral III letra B del Informe 2.000), el Tribunal de lo Penal 
competente confirmó el procesamiento de un ex Intendente 
Municipal de Cerro Largo denunciado así como el de otros 
funcionarios jerárquicos de dicha Intendencia Municipal 
involucrados. 


d) Comentarios relativos al asesoramiento a la Justicia 
Penal. 


Los dos casos de asesoramiento practicados por la 
Junta Asesora a la Justicia Penal, uno en el ejercicio 2000 y 
otro en el ejercicio 2001, fueron ordenados por los respec- 
tivos Juzgados a solicitud del Ministerio Público. Ello fue 
con posterioridad a que la Fiscalía de Corte y Procuraduría 
General de la Nación realizara una videoconferencia con 
invitación de jueces y fiscales con asentamiento en el 
interior del país, en la que la Junta Asesora hizo una presen- 
tación y contestó preguntas. 


En ningún caso hemos recibido una solicitud de aseso- 
ramiento pericial, de oficio, por parte de la Justicia Penal. 
Ante estas circunstancias, cabe preguntarse los motivos 
que llevan a esta situación de baja demanda en materia de 
dictámenes por parte de la Junta Asesora. Si bien es cierto 
que se trata de un mecanismo novedoso y que el asesora- 
miento apunta a atender situaciones extraordinarias en la 
materia, parece claro inferir que hasta el presente los jueces 
competentes no se han mostrado proclives arecabar dictá- 
menes al respecto de un órgano que, si bien tiene indepen- 
dencia funcional y sus miembros cuentan con venia del 
Senado, está ubicado institucionalmente en la órbita de otro 
Poder del Estado. Una consulta a jueces y fiscales podría 
coadyuvar a la explicación de este punto. 


IV) APERTURA DEDECLARACIONES JURADAS. 


a) A solicitud de la justicia penal (28 declaraciones 
juradas). 


=> Por disposición del Juzgado Letrado de Primera Ins- 
tancia de Primer Turno de Artigas se procedió a la apertura 
del sobre con la declaración jurada de un funcionario de la 
Dirección Nacional de Aduanas. 
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=> El Juzgado Letrado de Primera Instancia de Rivera 
solicitó las declaraciones juradas de ocho funcionarios del 
Ministerio del Interior y diecinueve de la Dirección Nacio- 
nal de Aduanas, lo que fue cumplido, salvo en un caso de 
un funcionario de este último organismo que se encuentra 
prófugo. 


=> Por orden del Juzgado Letrado de Primera Instancia 
en lo Penal de 17” Turno de Montevideo se procedió a la 
apertura de un sobre con la declaración jurada de un funcio- 
nario del Ministerio del Interior. 


b) A solicitud de interesados (3 declaraciones juradas). 


El 29 de marzo de 2001 se presentó ante la Junta Asesora 
un Juez Letrado de Primera Instancia del interior del país, 
solicitando la apertura del sobre que contiene su propia 
declaración jurada lo que fue verificado expidiéndose tes- 
timonio y volviendo la declaración jurada original a la 
custodia del Registro de Declaraciones Juradas. 


El 13 de agosto pasado se presentó ante la Junta Aseso- 
ra un ex funcionario público solicitando que se procediese 
a la apertura de los sobres que contienen sus declaraciones 
juradas (por ejercicio del cargo y por cese) y que se expidie- 
ran fotocopias certificadas de dichas declaraciones. La 
Junta Asesora accedió a lo solicitado y confirió vista al 
interesado para que procediera a manifestar lo que estimara 
pertinente en relación con la comparación del contenido de 
ambas declaraciones y las consideraciones periodísticas de 
notoriedad en ese momento. 


Al respecto, luego de la compulsa realizada, se resolvió 
clausurar las actuaciones por falta de mérito en lo que a las 
atribuciones de esta Junta Asesora corresponde. 


Luego, en cumplimiento de lo ordenado por el Juez 
Letrado en lo Penal de 21er turno y en base a una denuncia 
formulada por el Fiscal en lo Penal de 14” turno, la Junta 
Asesora remitió a la Sede penal solicitante todos los ante- 
cedentes de dicho caso, con inclusión de testimonio de las 
declaraciones juradas. 


V) Recepción de declaraciones juradas. 


Durante el año 2001 la Junta Asesora continuó recibien- 
do declaraciones juradas de bienes e ingresos de los funcio- 
narios incluidos en los artículos 10 y 11 de la ley 17.060 de 
23 de diciembre de 1998. El hecho de disponer de un “soft- 
ware” apropiado para esta actividad, contratado con el 
Servicio Central de Informática Universitaria (SeCIU) de la 
Universidad de la República, permitió mejorar la eficiencia 
en el seguimiento de la presentación de estas declaracio- 
nes. En “Anexo I” a este informe se adjunta información 
estadística referida a ello. 


Cabe destacar que, de un total de 8.648 funcionarios de 
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los organismos estatales nacionales y organismos 
paraestatales comprendidos en la obligación legal, al 4 de 
diciembre de 2001 sólo 9 no cumplieron con su deber (3 que 
figuraban como funcionarios en actividad en la nómina del 
organismo y 4 ex funcionarios que debieron presentar la 
declaración jurada por cese), los cuales fueron declarados 
omisos, según se ilustra en Anexo 1 página 1, después de 
cumplidos los procedimientos previstos en la ley 17.060. La 
discriminación por organismo de los declarados omisos 
puede verse en Anexo l página 2. 


En lo que respecta alos Gobiernos Departamentales, de 
un total de 2.605 funcionarios comprendidos, al 4 de diciem- 
bre de 2001 el incumplimiento se situó en 93 obligados (8 
que figuraban como funcionarios en actividad en la nómina 
del organismo y 85 por cese según Anexo l página 3). 


Al final del ejercicio 2001, el número de funcionarios en 
actividad calificados como omisos en su obligación se 
redujo a 11. El detalle de sus nombres e identificación de 
sus organismos figura en el Anexo 1l página 4. La nómina de 
los 89 ex funcionarios que, habiendo cesado fueron decla- 
rados omisos por la Junta Asesora y que al 27 de diciembre 
de 2001 aún no habían presentado declaración jurada, están 
detallados en el Anexo l páginas 5 a 7. 


Respecto de los funcionarios en actividad omisos en el 
cumplimiento de la obligación, se cursó nota a los organis- 
mos pertinentes a los efectos de la aplicación de medidas 
disciplinarias, recordándoles que la normativa legal vigente 
reputa falta grave dicha omisión. 


En cumplimiento de la normativa vigente, la nómina total 
de funcionarios por organismos públicos al 24 de setiembre 
de 2001 (20 funcionarios omisos y 101 ex funcionarios) fue 
publicada el 28 de setiembre de 2001 en el Diario Oficial y en 
dos diarios de circulación nacional (El País y La República). 
Dado que la mayoría de las omisiones corresponden a 
funcionarios y ex funcionarios del interior del país, también 
sus respectivos nombres y cargos por cada lugar fueron 
publicados, a principios de octubre de 2001, en: La Noticia 
de Artigas, Atlas de Cerro Largo, La Colonia de Colonia, El 
Heraldo de Florida, La Unión de Lavalleja, Realidad Semanal 
de Maldonado, El Telégrafo de Paysandú, Norte de Rivera, 
El Este de Rocha, Cambio de Salto, Los Principios de San 
José, Batoví de Tacuarembó, Acción de Soriano, Orejano de 
Treinta y Tres y Ecos Regionales de Flores. Esta nómina, 
está incluida además en el sitio web de la Junta Asesora 


(www.jasesora.gub.uy). 


Se adjunta la publicación de la página del Diario Oficial 
correspondiente a los omisos al 24 de setiembre de 2001 así 
como su actualización, posterior en base al cumplimiento 
tardío, que figura en dicho sitio web (Anexo 1 páginas 8 a 13). 
Además, advirtiendo que la mayoría de los funcionarios 
omisos correspondía a ediles departamentales y locales del 
interior del país (Anexo | página 4) la Junta Asesora informó 
de esta situación, en su caso, al respectivo Intendente 
Departamental o al Presidente de la Junta Departamental, a 


1% de marzo de 2002 


los efectos de las medidas a que hubiere lugar; y, finalmen- 
te, el 4 de octubre de 2001 procedió a informarlo, a sus 
efectos, a los órganos ejecutivos de las colectividades 
políticas a la que pertenecían los 15 ediles electivos, depar- 
tamentales y locales, omisos a esa fecha (Anexo l páginas 
14 a 17). Su actualización al 27 de diciembre pasado puede 
verse en Anexo I página 18. 


En resumen, de un total de 11.253 funcionarios obliga- 
dos sólo 102 no cumplieron, por lo que el acatamiento fue 
del 99%. De ellos, 11 son funcionarios en actividad: a) 6 
tienen cargos electivos en las Juntas Departamentales de 
Colonia, Florida, Rivera y Tacuarembó y uno cargo de edil 
local electivo de la Junta Local de Río Branco. B) Los 5 
restantes, uno de ellos es edil local designado por la Inten- 
dencia Municipal de Colonia, otro es funcionario del Minis- 
terio de Salud Pública procesado por la Justicia Penal y tres 
son funcionarios de la Dirección Nacional de Aduanas de 
los que uno de ellos recientemente hemos recibido la noticia 
de que fue dado de baja. 


Al 28 de enero de 2002 la Junta Asesora cuenta con 
12.195 declaraciones juradas de funcionarios comprendi- 
dos en aplicación de la ley 17.060 (ver su distribución por 
organismo en Anexo I páginas 19 a 23). Asimismo, cuenta 
con 564 declaraciones juradas presentadas al amparo de lo 
establecido en el decreto ley 14.900, respecto de las que se 
sigue el procedimiento legal previsto para la custodia y 
devolución conforme con el régimen legal que las instauró. 
En la Secretaría General de la Junta Asesora están disponi- 
bles ambas nóminas. 


A los efectos de preparar la recepción de las nuevas 
declaraciones juradas que cada dos años exige la ley, la 
Junta Asesora ha identificado en su sitio web 
(www.jasesora.gub.uy numeral I, literal B, punto 1) la nómi- 
na de los funcionarios comprendidos que deben presentar 
tal declaración jurada. Además de tal información en su sitio 
web, habrá de enviar noticia recordatoria a cada obligado a 
través del responsable ante la Junta Asesora designado por 
cada organismo público al que pertenece el funcionario. 


VD)NORMAS DE CONDUCTA. 


El numeral 1 del Artículo III de la Convención 
Interamericana contra la Corrupción, celebrada en Caracas 
el 29 de marzo de 1996 y ratificada por la ley 17.008 de 25 de 
setiembre de 1998, establece la obligación de los Estados 
Parte de dicha Convención de disponer, dentro de sus 
propios sistemas institucionales, medidas destinadas a 
crear, mantener y fortalecer normas de conducta para el 
correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las fun- 
ciones públicas. 


La Junta Asesora, en el carácter que le confiere el inciso 
1? del artículo 334 de la ley 17.296 mencionada, ha entendido 
conveniente que los requerimientos legales antes referidos 
hacen necesario compendiar las normas relacionadas con el 
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comportamiento de los funcionarios públicos y sugerir al 
Poder Ejecutivo conferir a dicho conjunto normativo un 
ámbito de aplicación general mediante la utilización de la vía 
de las atribuciones otorgadas por el texto constitucional, en 
particular, lo relativo al concepto de buen administrador 
(artículos 311,58,59, 60 y 181 numeral 6), la competencia 
reglamentaria del Poder Ejecutivo (artículo 168 numeral 4) y 
el carácter de deberes a las autoridades públicas de las 
normas de conducta (artículo 332) así como en las normas 
de la ley 17.060, con especial referencia a lo dispuesto por 
los artículos 6 y 28 de dicho texto legal. La difusión de dicho 
conglobado normativo apuntará a que los funcionarios 
públicos (y en especial los mencionados en los artículos 10 
y 11 de la ley 17.060) conozcan, con la mayor certeza posible, 
el alcance de las conductas debidas, la forma de identificar 
y resolver los conflictos de intereses públicos y privados, 
así como las prácticas corruptas que deben evitar. En este 
contexto, la Junta Asesora ha preparado un anteproyecto 
de “Normas de Conducta en la Función Publica”, para 
ponerlo a consideración del Poder Ejecutivo. 


De ser aprobada por el Poder Ejecutivo esta iniciativa, la 
Junta Asesora se propone dar difusión de estas normas en 
talleres de trabajo con funcionarios responsables de cada 
organismo público, para lo que considera recibir asistencia 
de especialistas nacionales e internacionales en la materia 
para analizar casos prácticos y definir criterios uniformes. 


VII) COMISIÓN HONORARIA ARTICULO 25LEY 17.060. 


Se constituyó la Comisión Honoraria creada por el artí- 
culo 25 de la ley 17.060, integrada por un miembro de la Junta 
Asesora como Presidente y delegados del Tribunal de 
Cuentas, del Ministerio de Economía y Finanzas, de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la Oficina 
Nacional de Servicio Civil. La organización gremial más 
representativa de los funcionarios públicos no se integró a 
la Comisión no obstante haber sido citada reiteradamente. 
Dicha Comisión culminó su tarea el 6 de junio de 2001 y 
elevó a consideración de los Poderes Ejecutivo y Legisla- 
tivo un proyecto de ley (Se adjunta como Anexo Ill a este 
informe). Dicho proyecto está referido a los “conflictos de 
intereses en la función pública” (principios generales, im- 
pedimentos funcionales, sanciones) y a “la transparencia 
en la contratación pública” (creación de un registro público 
de contrataciones públicas, en medio informático de amplio 
espectro y libre acceso, con finalidad informativa, a cargo 
de la Junta Asesora). 


VID PLANTEO ANTELA COMISION COORDINADORA 
DELA ENSEÑANZA. 


En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 27 y 28 
de la ley 17.060, la Junta Asesora planteó ser recibida por 
la Comisión Coordinadora de la Enseñanza. En dicha oca- 
sión, se tuvo la oportunidad de compartir las normas 
legales correspondientes, recibiéndose el consenso de to- 
das las autoridades de la enseñanza a fin de llevar a cabo la 
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incorporación a los programas educativos que aún no lo 
tuvieran la información referente a las normas en materia de 
lucha contra la corrupción así como en particular los debe- 
res de los ciudadanos frente a la Administración y las 
responsabilidades de las autoridades y funcionarios públi- 
cos. La Junta Asesora quedó a disposición de las autorida- 
des de enseñanza para la asistencia que se le pudiere 
requerir en la materia. 


IX) EL GRADO DE CORRUPCION EN EL URUGUAY. 


La cuestión acerca del grado de corrupción en el país 
constituye un debate que fue formalizado en ocasión de la 
discusión del proyecto que culminó en la sanción de la ley 
17.060. En dicha oportunidad, el mensaje que acompañó la 
iniciativa afirmó que “en nuestro país no se ingresó en la era 
de la corrupción endémica”. No obstante ello, concluyó en 
que “es necesario hacer un esfuerzo adicional para mejorar 
el arsenal de medidas legislativas y administrativas existen- 
tes para la lucha contra la corrupción y reforzar al mismo 
tiempo la transparencia de la vida pública garantizando 
también por esta vía la integridad de nuestra democracia”. 


La Junta Asesora se puso en contacto con el Programa 
de Seguridad Ciudadana del Ministerio del Interior, el que 
había realizado en julio de 2000 una encuesta representativa 
en Montevideo y Canelones, dentro de la que se preguntaba 
cómo había aumentado la percepción de la evolución de la 
corrupción en los últimos 12 meses y qué grado de impor- 
tancia tenía este flagelo en relación con otros 12 temas de 
trascendencia político - social . Como resultado de las 
conversaciones mantenidas, el Programa de Seguridad Ciu- 
dadana aceptó incorporar en noviembre - diciembre de 2001 
nuevas preguntas relacionadas con la percepción de la 
tendencia de la corrupción en el sector público, la actitud 
de denunciar hechos de corrupción y, eventualmente, los 
motivos para no denunciar. Los resultados de dicha en- 
cuesta figuran en Anexo V. Este programa está concebido 
para ser continuado en ejercicios posteriores. 


Como lineamientos futuros en esta materia, la Junta 
Asesora está explorando la posibilidad de un acuerdo con 
la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de la 
República para analizar con mayor amplitud la percepción 
del grado de corrupción y sus explicaciones. 


X) ASISTENCIA A REUNIONES INTERNACIONALES. 


El Poder Ejecutivo cometió a miembros de la Junta 
Asesora diversas misiones oficiales en el exterior a los 
efectos de participar en la elaboración de las estrategias y 
normativas internacionales en la lucha contra la corrupción, 
hacer conocer internacionalmente los instrumentos perti- 
nentes vigentes en el país y su aplicación en el combate a 
ese flagelo. 


Para cumplir con dicho cometido, la Junta Asesora pre- 
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paró un documento denominado “Marco Institucional de la 
Lucha contra la Corrupción”, que contiene una breve sín- 
tesis de la base normativa y un apéndice con los textos 
correspondientes. Dicho texto, traducido al idioma inglés, 
fue presentado en tales misiones oficiales (Se adjunta su 
Introducción en Anexo IV denominado “Sistema 
Institucional de Integridad Pública y Lucha contra la Co- 
rrupción”, estando a disposición de los interesados el 
documento completo). 


El Presidente de la Junta asistió, asimismo, en La Haya 
al Segundo Foro Global de las Naciones Unidas para com- 
batir la corrupción y salvaguardar la integridad, organizado 
por el Gobierno de Holanda, acompañando al Ministro de 
Educación y Cultura. 


También asistió a la reunión del Grupo Interguberna- 
mental de Expertos de composición abierta encargado de 
preparar un proyecto de mandato para la negociación de un 
instrumento jurídico internacional contra la corrupción en 
el ámbito de las Naciones Unidas, desarrollado en la ciudad 
de Viena, Austria, del 30 de julio al 3 de agosto de 2001 
(www.odccp.org; el documento correspondiente es el 
AAC260/2). 


Asimismo, concurrió en la ciudad de Buenos Aires auna 
reunión preparatoria del Comité Especial para la negocia- 
ción de la Convención de las Naciones Unidas Contra la 
Corrupción, de la que surgió un primer borrador de las 
distintas posiciones oficiosas presentadas por las diversas 
delegaciones (www.odccp.org documento A/AC.261/3 de 
fecha 27 de diciembre de 2001, partes l, Il, III y IV). 


Con relación a la aplicación de la Convención 
Interamericana Contra la Corrupción suscrita en Caracas en 
1996, participó en la ciudad de Buenos Aires de una reunión, 
en la que se elaboró un documento [denominado Declara- 
ción de Buenos Aires (www.oea.org en Archivo Jurídico)] 
sobre el mecanismo de seguimiento de dicha Convención 
Interamericana, que fuera firmado -por los 22 Estados Parte 
que ratificaron la Convención Interamericana- en ocasión 
de reunión de la Asamblea General de la organización de 
Estados Americanos de junio de 2001 (www.oea.org en 
Archivo Jurídico). 


Tanto en la Misión en Viena como en la de Buenos Aires 
cupo a la República la representación del GRULAC (Grupo 
de Latinoamérica y el Caribe) presentando las respectivas 
ponencias de carácter general en dichos ámbitos. 


Finalmente, el Presidente de la Junta Asesora asistió, en 
otra misión oficial, ala primera sesión de dicho mecanismo 
de seguimiento de la Convención Interamericana contra la 
Corrupción, celebrada en la ciudad de Washington a prin- 
cipios de enero de 2002. En tal oportunidad, el Comité de 
Expertos de Estados Parte quedó constituido para evaluar 
la aplicación de la Convención atodos los miembros, apro- 
bó un reglamento de actuación y designó como primer 
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Presidente de dicho Comité, durante el ejercicio 2002, al 
delegado del país ante dicha reunión. 


XI) MEMORANDO DEENTENDIMIENTO SUSCRITO CON 
LA OFICINA ANTICORRUPCION ARGENTINA. 


La Junta Asesora ha venido manteniendo fluidas rela- 
ciones con la Junta Anticorrupción del Ministerio de Jus- 
ticia y Derechos Humanos de la República Argentina. 


Luego de infinidad de intercambio de informaciones y 
experiencias en la aplicación de los respectivos sistemas 
vigentes de lucha contra la corrupción, se otorgó un 
Memorando de Entendimiento firmado el 3 de diciembre de 
2001 en la ciudad de Buenos Aires en cumplimiento de la 
Resolución del Poder Ejecutivo que habilitó dicha misión 
oficial. El texto del Memorando está publicado en el sitio 
web de la Junta Asesora. 


XII) LINEAMIENTOS PARA EL FUTURO. 


Esta Junta Asesora tiene el propósito de llevar a cabo, 
durante el ejercicio 2002, las actividades, tareas y proyec- 
tos que se reseñan a continuación: 


A) La presentación de un anteproyecto de decreto de 
Normas de Conducta Funcional (numeral VI de este 
informe) y el establecimiento de subsiguientes jorna- 
das de trabajo para su mejor aplicación por parte de 
los organismos públicos constituye no sólo un impe- 
rativo jurídico sino una sentida necesidad. 


B) En segundo lugar, la Junta Asesora está procurando 
instrumentar el mandato legal atodos los organismos 
públicos de difundir sus compras, lo que se proyecta 
hacer a través de su sitio web y en coordinación con 
otros proyectos en la materia. 


C) La concatenación de todos los instrumentos disponi- 
bles en la lucha contra la corrupción hace convenien- 
te la realización de un seminario que permita diseñar 
una estrategia de política nacional en la materia para 
acentuar los campos de acción y sugerir mecanismos 
adicionales en función del derecho comparado en la 
materia, su implementación y las obligaciones inter- 
nacionales asumidas. 


D) En base a la experiencia del período transcurrido, la 
Junta Asesora ha entendido conveniente generar las 
bases para definir un anteproyecto de ley que ajuste 
el sistema institucional vigente de lucha 
anticorrupción en los siguientes aspectos: 


a) la conveniencia de establecer un marco de coor- 
dinación institucional de todos los organismos 
públicos competentes para atender, de la mejor 
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b) 


c) 


d) 


e) 


8) 


h) 


manera posible, las denuncias de casos de co- 
rrupción; 


habilitar a la Junta Asesora atribuciones de in- 
vestigación, previamente ala iniciación de proce- 
dimientos penales, en casos de prácticas de co- 
rrupción graves que le fueren denunciadas, en 
forma fundada, atribuidas a los funcionarios de- 
signados en el artículo 10 y literales A, B, C, LL, 
M y Á del artículo 11 de la ley 17.060; 


extender la exigencia de declaraciones juradas 
patrimoniales y de ingresos a los candidatos po- 
líticos acargos electivos, con obligación de iden- 
tificar en sobre cerrado su patrimonio e ingresos, 
en igual forma que los funcionarios públicos obli- 
gados, tanto al inicio de la campaña política como 
al final de ella, con relación detallada del 
financiamiento de sus campañas; 


requerir a los partidos políticos con representa- 
ción parlamentaria, en base al principio de trans- 
parencia que corresponde a toda persona jurídica 
de derecho privado con fines públicos, la presen- 
tación ante la Corte Electoral de balances anuales 
auditados por firma contable reconocida; 


autorizar, a la Junta Asesora a implementar un 
sistema sustitutivo de recepción y archivo de 
declaraciones juradas por medios informáticos, 
siempre que el mismo cuente con las debidas 
seguridades de confidencialidad, reserva e invio- 
labilidad así como que cumpla con las condicio- 
nes establecidas para el sistema informático del 
Estado (ley 17.243 de 29 de junio de 2.000); 


requerir a los funcionarios designados en el ar- 
tículo 10 de la ley 17.060 una declaración jurada 
abierta, adicional a la entregada en sobre cerrado, 
que resuma los totales de activo, pasivo e ingre- 
sos declarados. Dicha información estará dispo- 
nible a través de medios informáticos para cono- 
cimiento público, facultándose a la Junta Asesora 
para que, en caso de duda, efectúe la apertura de 
los sobres y, en su caso, requiera a los interesa- 
dos la justificación de las informaciones declara- 
das; 


facultar a la Junta Asesora, ante la solicitud ex- 
presa de cualquier interesado, a que la recepción 
y custodia de sus declaraciones juradas con el 
contenido requerido por los incisos 1% a 4” del 
artículo 12 de la ley 17.060 sea en sobre abierto de 
difusión pública, pudiendo expedir testimonio de 
ella a cualquier persona que lo solicite; 


ampliar la enumeración del artículo 11 relacionan- 
do expresamente a: 1) los miembros de la Junta 
Asesora en Materia Económico Financiera del 
Estado; 11) Secretarios Letrados de la Suprema 
Corte de Justicia, Secretarios de los Tribunales de 
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J) 


k) 


D 


m) 


n) 
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Apelaciones, Fiscales Adjuntos y Secretarios 
Letrados de la Fiscalía de Corte y Procuraduría 
General de la Nación; 111) Director General de 
Rentas y cargos de perfil similar en el Banco de 
Previsión Social a los comprendidos en la Direc- 
ción General Impositiva y todos los cargos 
inspectivos de la Dirección General Impositiva y 
del Banco de Previsión Social; iv) miembros de 
delegaciones uruguayas en organismos 
binacionales o multinacionales; v) avaluadores y 
tasadores públicos; vi) Rector y todos los miem- 
bros integrantes del Consejo Directivo Central de 
la Universidad de la República y del Consejo 
Directivo de la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública; vii) Jefes de Circunscripciones y 
Prefectos de la Prefectura Nacional Naval; viii) 
miembros de los Directorios o Consejos Directi- 
vos O Directores Generales de organismos 
paraestatales y representantes de organismos 
estatales en empresas de economía mixta; 1x) per- 
sonas contratadas a solicitud de organismos pú- 
blicos por organismos internacionales o contra- 
tadas en la ejecución de proyectos por terceros, 
que sean ordenadores de gastos, independiente- 
mente del origen de los fondos; x) Secretarios 
Generales y Secretarios Letrados de los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados; 


establecer que la relación de cargos del artículo 11 
de la ley no variará por diferencias en las denomi- 
naciones o cambios legales o reglamentarios de 
ellas; 


establecer que la contratación o asignación de 
funciones en cualquiera de los cargos comprendi- 
dos, en forma permanente o interina, genera la 
obligación de presentar declaración jurada cuan- 
do se cumplan los supuestos generales de esa 
obligación; 


facultar a los jerarcas de los respectivos organis- 
mos públicos a que incluyan en la nómina de 
obligados a aquellos cargos y funciones contra- 
tadas que no se encuentren comprendidos en 
alguna de las categorías indicadas expresamente 
por la ley y que por su jerarquía o responsabilidad 
consideren conveniente que presenten declara- 
ción jurada; 


establecer que cualquier funcionario que no esté 
comprendido en la obligación de formular decla- 
ración jurada de bienes e ingresos podrá 
efectuarlo voluntariamente; 


extender a la defensa del denunciado o procesado 
el derecho a solicitar a la sede judicial competente 
la intervención de la Junta Asesora como perito; 


cuando existan observaciones del Tribunal de 
Cuentas o de las Auditorías respectivas sobre 
gastos superiores al doble del límite determinado 


12-C.S. 


0) 


p) 


q) 


1) 


CAMARA DE SENADORES 


para las licitaciones abreviadas y dichos gastos 
hayan sido reiterados, los organismos observa- 
dos deberán enviar copia a la Junta Asesora de 
los actos administrativos respectivos y de las 
observaciones. Asimismo los organismos de 
control podrán informar sobre dichas observa- 
ciones a la Junta; 


facultar a la Junta Asesora para relacionarse con 
las organizaciones y organismos internacionales 
y agencias de Estados extranjeros con referencia 
a las cuestiones relativas a la lucha contra la 
corrupción, habilitándola a participar en los con- 
gresos, seminarios, talleres y otras reuniones así 
como en la elaboración de proyectos de normas 
internacionales y su ejecución, en este caso bajo 
las directivas de los órganos competentes del 
Poder Ejecutivo; 


establecer sanciones a los ex funcionarios que no 
presenten la declaración jurada a la que están 
obligados por cese en la función pública, 
aplicándoseles acumuladamente: a) una inhabili- 
tación para ingresar a cualquier otro cargo públi- 
co no electivo, informándose al efecto al Registro 
de Sumarios de la Oficina Nacional de Servicio 
Civil y, b) la exigencia de un certificado de haber 
cumplido sus obligaciones con la Junta Asesora 
para cobrar jubilaciones, pensiones o cualquier 
emolumento por parte de organismos públicos en 
aquellos casos en los que el respectivo organis- 
mo público hubiere sido informados de la omi- 
sión; 


la canalización de la participación ciudadana y de 
la sociedad civil en las soluciones normativas de 
la lucha contra la corrupción, así como en el 
aporte de información útil para las investigacio- 
nes de este tipo de delitos por parte de la Junta 
Asesora; 


la Junta podrá mantener el carácter reservado del 
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denunciante a los efectos de la investigación de 
los delitos de corrupción. 


La enunciación en el presente informe de los temas 
reseñados con miras auna modificación del régimen vigen- 
te, que regula la lucha contra la corrupción en el país, 
procura ser una oportunidad propicia para que el debate de 
estos temas pueda iniciarse a nivel nacional y culminar en 
la formalización de un anteproyecto de modificaciones le- 
gales que genere el necesario nivel de consenso para con- 
vertirse en norma vigente. 


Carlos Balsa, Jorge A. Sambarino, 
Eduardo Piaggio Soto”. 


5) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa invita a los señores 
Legisladores y a las personas que se encuentran en la Barra 
a presenciar el desfile de homenaje al Poder Legislativo del 
Batallón Florida. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 19 y 19) 


SEÑOR LUIS HIERRO LOPEZ 
Presidente 


Sr. Mario Farachio 
Dr. Horacio D. Catalurda 
Secretarios 


Sr. Mario Tolosa 
Director del Cuerpo de Taquígrafos 
de la Cámara de Representantes 


Corrección y Control 
División Publicaciones del Senado 


Dep. Legal N* 211.038/02 - Central de Impresiones Ltda. 


